Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizado este tema, pasamos a escuchar los comentarios y consideraciones 
de los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas con relación al mensaje y proyecto de 
Ley del Poder Ejecutivo referido a la comisión sobre importaciones, interpretación del artículo 1% de la 
Ley N* 16.492, de 2 de junio de 1994, carpeta N* 300/2005, distribuido N* 367/2005, ingresado a la 
Comisión de Hacienda. 


SEÑOR ALVAREZ.- Después de un tema tan apasionante como el de la usura, vamos a tratar algo 
más terrenal. 


Si no me equivoco, el 16 de agosto de 2005 el Poder Ejecutivo envió un mensaje y proyecto 
de ley muy escueto, de un solo artículo, cuyo contenido esencial es una mera norma legal interpretativa 
a través de la cual el Ministerio de Economía y Finanzas ratifica la exhortación a su sanción 
parlamentaria. Esto está vinculado con una problemática que este Ministerio tiene planteada desde el 
punto de vista administrativo, con sostenidas discusiones, por vía de recursos. Traducido esto, quiere 
decir que tenemos varias decenas o centenas de expedientes respecto de los que se ha planteado 
una común discusión que refiere a la naturaleza jurídica de esta llamada “comisión”. 


El objetivo del proyecto consiste en la necesidad que tiene el Ministerio de tener certeza y, a 
su vez, dar seguridad a la Administración a la hora de recaudar un ingreso cuya naturaleza jurídica está 
discutida. Como los señores Senadores saben, hay un gran “tajo” entre la naturalaza tributaria de un 
ingreso y la naturaleza de precio. Este último es la contraprestación por un bien o por un servicio que 
tiene implícito el acuerdo de voluntad de las partes, a diferencia del tributo, que es un acto de imperio 
del Estado, en forma unilateral. 


El Ministerio ha entendido que la interpretación implícita de la norma original -la Ley N* 
16.492-, fue darle naturaleza de precio; pero el tema -entre otras cosas, a causa de las clásicas dobles 
bibliotecas de mis colegas- se ha complicado y hemos entendido necesario aclararlo por vía de ley. Es 
por ello que el artículo es muy escueto y constituiría una norma interpretativa que podría tener, como 
todas, cierto efecto retroactivo, tema que legalizaría la propia disposición. 


SEÑOR MICHELINI.- Obviamente, en caso de aprobarse este proyecto, el Banco de la República 
podrá cobrar. Sin embargo, si esta disposición es interpretativa y vamos para atrás, ¿cuánto 
retrocedemos y hasta dónde llegamos? ¿No empezaremos con las reclamaciones? 


Por otro lado, esas comisiones sobre exportaciones e importaciones y admisiones 
temporarias, indudablemente, tienen un costo. Entonces ¿no habría que fijar el precio que el Banco de 
la República cobra por ello, y no dejarlo a su libre albedrío? 


Planteo estas inquietudes porque desconozco dónde nos estamos metiendo con un simple 
texto que parece ingenuo y que no despierta sospechas. 


SEÑOR ALVAREZ.- Debo confesar que no tiene ingenuidad, porque está apuntando a dar una 
solución a ciertas controversias jurídicas que para nosotros son concretas. Esa es la verdad. 


Ahora bien; salvo que la doctora Acosta quiera aclarar algo de lo que voy a expresar, 
entiendo que aquellos expedientes administrativos que fueron solucionados con acto administrativo 
firme -esto es, no recurrido-, la intención es la de no alterarlos, más allá de la interpretación que se le 
haya dado a cada expediente. Tenemos, sí, el objetivo de obtener una norma legal que esclarezca la 
situación controvertida de quienes están aún en trámite. ¿Es esto correcto, doctora Acosta? 


SEÑORA ACOSTA.- En primer lugar, quiero aclarar que el Banco de la República cuenta con la 
facultad de cobrar estas comisiones, en virtud de lo dispuesto por el artículo 388 de la Ley N* 12.804 y, 
además, se viene cobrando desde el año 1994, desde la sanción de la Ley N” 16.492. Por otra parte, 
esto está pronto a quedar sin objeto, porque por el Decreto N* 349/04, está previsto que las comisiones 
del Banco de la República se van a cobrar no más allá del 1” de julio de 2007, por diferentes acuerdos 


en los que se ha comprometido a bajar tasas y precios. Si los señores Senadores lo desean, les puedo 
dejar una copia del decreto. 


SEÑOR MICHELINI.- Está amparado en la norma legal. 


SEÑORA ACOSTA.- No lo sé. Aquí, en el “Atento”, por lo menos, no está registrada; quizá existe, más 
allá de que en este momento no la tengo presente. De todas maneras, el objeto está bastante 
delimitado. Los recursos que tenemos, concretamente, se dan por la naturaleza jurídica de esta 
cuestión que, a nuestro juicio, está descripta en el propio texto legal, donde se habla de un precio, 
porque dice que el Banco de la República recauda. Incluso, cuando excluye de su pago, habla de 
excluir y no de exonerar, y si fuera un impuesto o tributo, exoneraría y no excluiría. A nuestra forma de 
ver, no hay ninguna duda. Lo que pasa es que se han presentado algunos recursos con posterioridad 
al año 2003, y esto también nos está delimitando la problemática. 


El Ministerio procedió a confirmar los recursos, pero necesitamos tener certeza jurídica, 
porque hay diferentes juicios por distintos montos. Por lo demás, se alude a las exoneraciones 
genéricas, porque lo que importa de la diferenciación entre un precio y un tributo radica justamente en 
eso, en que se ve alcanzado por la exoneración genérica. El monto es importante porque es un 3%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera conveniente que la Comisión cuente con el repartido 
correspondiente, para que obre como antecedente. 


SEÑOR GAMOU..- En realidad, creo que está muy bien el proyecto de ley para dar certeza jurídica, 
pero, honestamente, me parece que ya está clarísimo que esto es un precio y no un tributo. 
Discrepando por primera vez en la mañana de hoy con el señor Senador Michelini, la determinación de 
un precio fijo para los servicios que el Banco de la República brinda, estaría totalmente fuera de la 
tradición de lo que se cobra por la tramitación de importaciones. Recuerdo que en una época existía la 
llamada denuncia de importación, que también fijaba un porcentaje sobre el valor CIF de la mercadería; 
incluso, los despachantes de aduana, que a su vez brindan un servicio, cobran un porcentaje sobre la 
mercadería. De cualquier manera, considero que facilitaría mucho las cosas subrayar este aspecto en 
la vía interpretativa, si es que existe necesidad de hacerlo. Por otra parte, no creo que estemos 
hablando de importes pequeños. 


SEÑORA ACOSTA.- Actualmente es un 2,5% sobre el valor CIF. 


SEÑOR ALVAREZ.- Desde el punto de vista de sus asesoramientos internos y de su jurídica, y en 
función, si no me equivoco, de posiciones adoptadas en actos administrativos, el Ministerio de 
Economía y Finanzas ha sostenido la tesis de que este provento es un precio y no tendría naturaleza 
tributaria. Por lo tanto, el efecto estaría por fuera de las normas que consagran exoneraciones 
tributarias. 


Ahora bien; voy a confesar un problema que tiene incidencia en esta materia. En el decreto 
que les hicimos llegar -norma emanada del propio Poder Ejecutivo-, la problemática teórica ha llevado 
a incurrir en una contradicción, que si yo fuera el abogado de la otra parte, por supuesto utilizaría. Si 
los señores Senadores observan el Visto N* 2 del propio decreto que en determinado momento emitió 
el Poder Ejecutivo, podrán apreciar que como se refiere a dos cosas distintas, se utiliza la palabra 
“tributo”. La verdad es que la discusión sobre la naturaleza de este ingreso -es decir, acerca de si es 
precio o si es tributo- se ha tornado dificultosa. Como el Ministerio de Economía y Finanzas tiene la 
profunda convicción de que hablamos de un precio, en su momento entendimos que la mejor manera 
de zanjar el tema en forma ineludible era la sanción del acto legislativo. Por ello, si lo que pregunta el 
señor Senador es si el Ministerio ratifica su posición en cuanto a la necesidad de la sanción, estoy 
mandatado a manifestar que sí, que esa es su posición. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuánto se recauda con esto? 


SEÑOR ALVAREZ.- Sinceramente, no estamos en condiciones de brindar ese dato, más allá de que 
obviamente lo podemos aportar en otro momento. 


SEÑORA ACOSTA.- Igualmente, cabe destacar que está acotado, ya que se aplica solamente a 
quienes gozan de exoneraciones genéricas, como los institutos culturales, las asociaciones civiles sin 
fines de lucro, etcétera. De todas maneras, podríamos intentar traer la cifra la próxima vez que 
acudamos a esta Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien no estamos en número y no podemos considerar este artículo, quisiera 
saber si acompañando el decreto no convendría realizar la interpretación e implementar la rebaja por 
ley y la derogación correspondiente al 1* de julio de 2007. Simplemente hago la consulta porque si el 
Ministerio dice que no, nosotros no queremos complicar. Hay un decreto que dice que vamos a cero y 
naturalmente ayudaría en la etapa parlamentaria. 


SEÑORA ACOSTA..- En realidad, el Poder Legislativo le dio la facultad al Poder Ejecutivo de fijar las 
alícuotas. De todos modos ... 


SEÑOR MICHELINI.- Simplemente hacemos la consulta. 


SEÑOR ANTIA.- Quería decir que hemos traído el texto no solamente en papel, sino también en un 
disquete. Teniendo en cuenta que vamos a hacer algunas enmiendas sugeridas por los señores 
Senadores y a sumarle el anexo, para la próxima reunión traemos también la copia final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, nos convendría tener el primer texto, por si alguien lo 
solicita, y luego ustedes traerían el definitivo, que lo sustituiría. 


La Comisión de Hacienda agradece la presencia de los representantes del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 8 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


